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Sumillas de Resoluciones de Tribunales Administrativos



· Tribunal de Defensa de la Competencia y la Propiedad Intelectual
· Tribunal Fiscal
· Tribunal Registral
· Tribunal del Consucode

Sumillas de Resoluciones del Tribunal Constitucional
Proceso de Amparo

· Derecho a la Igualdad – Derecho de gastos operativos de jueces titulares, provisionales y suplentes. 
· Libertad de expresión aplicada a los magistrados - Obligación de reserva de opinión de los jueces.
Proceso de Hábeas Corpus

·  Amenaza cierta de la vulneración de derechos protegidos por el hábeas corpus. 
Proceso de Inconstitucionalidad

· Derechos adquiridos en materia pensionaria – Tributos aplicados a jubilados del D.L Nro. 20530.
·  Jurisdicción Militar – Delitos de Función Militar.
Bibliografía : Ius Veritas
Resoluciones de Tribunales Administrativos Publicadas en “El Peruano”
Tribunal de Defensa de la Competencia

y de la Propiedad Intelectual

Precisan alcance de la cláusula general del artículo 6 de la Ley sobre Represión de la Competencia desleal 

RES. NRO. 0455-2004/TDC-INDECOPI

EXP. NRO. 032-2002/CCD

Fecha de Publicación: 20 de octubre de 2004.

Pág. 278733 (Diario El Peruano).
“En el procedimiento seguido por Estudio Caballero Bustamante S.R.L. contra Instituto de Investigación El Pacífico E.I.R.L., Pacífico Editores, Escuela de Investigación y Negocios S.A.C., Tulio Obregón Sevillano, Javier Laguna Caballero y Carlos Valdivia Loayza, por la comisión de actos de competencia desleal en la modalidad de infracción a la cláusula general, la Sala ha resuelto confirmar la Resolución N° 098-2003/CCD-INDECOPI que declaró fundada la denuncia en contra del Instituto de Investigación El Pacífico E.I.R.L.

Ello debido a que, si bien las publicaciones editadas por ambas partes en conflicto no pueden ser consideradas obras originales protegidas por el derecho de autor, la publicación del denunciado denominada "Actualidad Tributaria" presenta secciones íntegramente copiadas de la publicación denominada "Síntesis Tributaria", lo cual evidencia una conducta infractora que no puede ser amparada por el sistema legal como una práctica propia de la concurrencia en el mercado. 

Finalmente, de conformidad con lo establecido en el artículo 43 del Decreto Legislativo N° 807, la presente resolución constituye precedente de observancia obligatoria en la aplicación del siguiente principio: 

1. La cláusula general contenida en el artículo 6 de la Ley sobre Represión de la Competencia Desleal constituye la tipificación expresa exigida por el artículo 230.4 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, siendo la única disposición que contiene una prohibición y mandato de sanción de los actos de competencia desleal.
2. Las disposiciones del Capítulo II del Título II de la Ley sobre Represión de la  Competencia Desleal enumeran aquellas conductas desleales más comunes, sin hacer mención a prohibición o sanción alguna, debido a que dichas conductas ya se encuentran prohibidas en la cláusula general, con la sola finalidad de brindar una orientación meramente enunciativa tanto a la administración como a los administrados.

3. Al momento de admitir a trámite la denuncia o de iniciar un procedimiento de oficio, la Comisión debe poner en conocimiento del investigado los hechos objeto del procedimiento así como las posibles modalidades de actos de competencia desleal que podrían configurar dichos hechos, a fin que el administrado pueda estar en posibilidad de ejercer su derecho de defensa en función de la modalidad que le ha sido imputada.”

Precisan criterios a tener en cuenta para la determinación de la comisión de actos de competencia desleal en la modalidad de violación de normas. 

RES. NRO. 0493-2004/TDC-INDECOPI

EXP. NRO. 024-2004/CCD

Fecha de Publicación: 20 de octubre de 2004.

Pág. 278743 (Diario El Peruano).
“En el procedimiento seguido por Turismo Civa S.A.C. contra Expreso Cial S.A.C. por la presunta comisión de actos de competencia desleal, la Sala ha resuelto lo siguiente:

(i) Confirmar la Resolución N° 010-2004/CCD-INDECOPI en el extremo en que la Comisión de Represión de la Competencia Desleal: (a) se inhibió de conocer la denuncia en lo relacionado a la presunta comisión de actos de competencia desleal en las modalidades de actos de confusión y explotación de la reputación ajena, contempladas en los artículos 8 y 14 de la Ley sobre Represión de la Competencia Desleal; y, (b) ordenó remitir lo actuado a la Oficina de Signos Distintivos del Indecopi;

(ii) Revocar la Resolución N° 010-2004/CCD-INDECOPI en el extremo en que declaró improcedente la denuncia presentada por Turismo Civa S.A.C. en contra de Expreso Cial S.A.C. por la presunta comisión de actos de competencia desleal en la modalidad de  violación de normas, contemplada en el artículo 17 de la Ley sobre Represión de la Competencia Desleal y, reformándola, disponer que la Comisión de Represión de la Competencia Desleal admita a trámite la denuncia en este extremo y decida sobre el fondo del asunto.

Finalmente, de conformidad con lo establecido en el artículo 43 del Decreto Legislativo N° 807, la Sala declaró que la presente resolución constituye precedente de observancia obligatoria en la aplicación del siguiente principio:

1. La Ley sobre Represión de la Competencia Desleal tiene como objetivo salvaguardar la leal competencia en el mercado. El concepto de lealtad establece el límite entre lo que resulta tolerable por el sistema legal como una práctica propia de la concurrencia justa en el mercado y aquella otra conducta excesiva que constituye una infracción que merece ser  sancionada.

2. La competencia prohibida es una situación excepcional que no se encuentra dentro del ámbito de aplicación de la Ley sobre Represión de la Competencia Desleal. Para que se configure la competencia prohibida, la sola concurrencia en el mercado debe encontrarse negada y ser ilícita, no teniendo relevancia si la actividad realizada en el mercado se encuentra ajustada o no a la buena fe comercial. 

3. La concurrencia en el mercado sin las autorizaciones legales correspondientes no constituye competencia prohibida, sino que configura competencia desleal en la modalidad de violación de normas, cuando la ventaja competitiva obtenida es significativa. Lo ilícito no es el hecho de concurrir en el mercado sino la obtención de una ventaja competitiva significativa indebida derivada de no sujetarse al marco legal vigente.

4. La configuración de un acto de competencia desleal en la modalidad de violación de normas requiere una decisión previa y firme de la autoridad competente en la materia que verifique una infracción al marco legal cuya vigilancia le ha sido encomendada.”
Tribunal Fiscal
Suspensión del Procedimiento de Ejecución Coactiva. 

Tribunal Fiscal Nro. 07367-2-2004.

Expediente Nro. 7512-04.

Fecha de Publicación: 27 de octubre de 2004.

Pág. 6101.  

“De acuerdo con el inciso c) del numeral 31 inc. 1 del artículo 31 de la Ley de Procedimiento de Ejecución Coactiva, Ley Nro. 26979, modificada por Ley Nro. 28165, no procede la suspensión del procedimiento de cobranza coactiva durante la tramitación de un recurso de apelación formulado dentro de un procedimiento no contencioso.”
Infracciones relacionadas con la obligación de presentar declaraciones y comunicaciones. 

Tribunal Fiscal Nro. 08101-4-2004. 

Expediente Nro 5945-03.

Fecha de Publicación: 29 de octubre de 2004.

Pág. 6105.  

“La infracción tipificada en el numeral 6 del artículo 176 del TUO del Código Tributario aprobado por D.S. Nro. 135-99-EF, modificado por Ley Nro. 27335, consistente en presentar las declaraciones, incluyendo las declaraciones rectificatorias, en lugar distinto al establecido por la administración, se encuentra incluida en el artículo 5 del régimen de gradualidad aprobado por Resolución de Superintendencia Nro. 013-2000/SUNAT 1.” 

Suspensión de Cobranza Coactiva – Extinción de la Obligación Tributaria. 

Tribunal Fiscal Nro. 08101-4-2004.

Expediente Nro.:5945-03.
Fecha de Publicación: 29 de octubre de 2004.

Pág. 6105.  

“No se encuentra dentro de los supuestos previstos por el artículo 1192 del TUO del Código Tributario, aprobado por D.S. Nro. 135-99-EF, modificado por el Decreto Legislativo Nro. 953, la sola invocación de un proceso judicial en trámite en que se discute la extinción de la obligación tributaria por un medio distinto al previsto en el artículo 273 del citado Código.”

_______________________


 Régimen de gradualidad de sanciones y criterios para aplicar sanciones de internamiento temporal de vehículo y de comiso. Publicada el 20 enero de 2000. 

2 Artículo que regula los supuestos en los que procede la suspensión de cobranza coactiva. 

3 Artículo que regula la extinción de la obligación tributaria.
Tribunal Registral

PRECEDENTES DE OBSERVANCIA OBLIGATORIA

RES. Nro. 040-2004-SUNARP/SA  

Fecha de Publicación: 1 de octubre de 2004.

Separata especial.

Aprobados por el Tribunal Registral en su Octavo Pleno realizado los días 13 y 14 de agosto de 2004.

PRIMER PRECEDENTE

Aplicación del artículo 62 del Reglamento General de los Registros Públicos.

Advertida la existencia de duplicidad de partidas y aún cuando no se hayan extendido las anotaciones que la publiciten, el registrador deberá calificar y en su caso inscribir el título, sin perjuicio de proceder conforme a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 57 del Reglamento General de los Registros Públicos.

En consecuencia, no procede denegar la inscripción sustentándose en la existencia de duplicidad, cuando aún no se ha dispuesto el cierre conforme al procedimiento previsto en el Reglamento General de los Registros Públicos.

Criterio sustentado en las siguientes resoluciones: Nro. 528-2003-SUNARP-TR-L del 22 de agosto de 2003, Nro. 666-2003-SUNARP-TR-L del 17 de octubre de 2003, Nro. 106-2004-SUNARP-TR-L del 27 de febrero de 2004.

SEGUNDO PRECEDENTE 

Verificación del estado civil.

Si existe adecuación entre el título presentado y la partida registral, con relación al estado civil de los intervienientes, no procederá que el Registrador deniegue la inscripción sobre la base de información obrante en otros registros, en los que se consigne un estado civil distinto.  

Criterio sustentado en la Resolución Nro. 409-2004-SUNARP-TR-L del 2 de julio de 2004.

TERCER PRECEDENTE

Alcances de la calificación en la inmatriculación. 

Tratándose de la solicitud de inmatriculación de un predio, el Registrador se limitará a la calificación del título presentado y a la verificación de la existencia de inscripciones relativas a dicho predio. En tal sentido, no procederá denegar la inscripción sobre la base de presuntos obstáculos que emanen de partidas registrales referidas a otros predios. 

Criterio sustentado en la Resolución Nro. 228-2004-SUNARP-TR-L del 16 de abril de 2004.

CUARTO PRECEDENTE

Concepto de partida directamente vinculada. 

Debe entenderse como partida directamente vinculada al título, aquella donde procederá extenderse la inscripción solicitada, o de la cual derivará dicha inscripción. Por tanto no procede extender la calificación a otras partidas registrales. 

Criterio sustentado en la Resolución Nro. 059-2002-SUNARP-TR-L del 11 de octubre de 2002.

QUINTO PRECEDENTE

La caducidad de hipotecas cuando el plazo de vencimiento de la obligación garantizada debe contarse desde la entrega del dinero  mutuado.

Cuando se hubiera pactado que el plazo para devolver la suma mutuada se contaría desde la entrega, y esta tendría lugar a la inscripción de la hipoteca en el registro, se presume que la entrega se efectuó según lo acordado y en consecuencia resulta posible determinar la fecha de inicio del cómputo del plazo de caducidad a que se refiere el segundo párrafo del artículo 3 de la Ley Nro. 26639.

Criterio sustentado en las siguientes resoluciones: Nro. 292-2003-SUNARP-TR-L del 9 de mayo de 2003, Nro. 307-2003-SUNARP-TR-L del 16 de mayo de 2003, Nro. 268-2004-SUNARP-TR-L del 30 de abril de 2004.

SEXTO PRECEDENTE

Acreditación del pago del impuesto predial, alcabala y al patrimonio vehicular. 

a) El nuevo texto del artículo 7 del D. Leg. Nro. 776, conforme a la sustitución dispuesta por el D. Leg. Nro. 952, está en vigor desde el 1 de marzo de 2004.

Criterio sustentado en la resolución Nro. 456-2004-SUNARP-TR-L del 23 de julio de 2004.

b) En el caso del impuesto predial y al patrimonio vehicular, que son impuesto de periodicidad anual, debe acreditarse el pago del íntegro del impuesto correspondiente al año en que se efectuó la transferencia.

Por lo tanto ha quedado tácitamente  modificado el art. 5.3 de la Directiva Nro. 011-2003 aprobada por Resolución Nro. 482-2003 SUNARP/SN.

Criterio sustentado en la Resolución Nro. 456-2004-SUNARP-TR-L del 23 de julio de 2004.

c) El ejercicio fiscal cuyo pago debe acreditarse es el de la fecha del acto, aunque no tenga fecha cierta.

Criterio sustentado en la Resolución Nro. 456-2004-SUNARP-TR-L del 23 de julio de 2004.

SÉTIMO PRECEDENTE

Caducidad de hipoteca que garantiza obligación futura o eventual.

La hipoteca que garantiza una obligación futura o eventual caduca a los 10 años desde su inscripción, salvo que se haya hecho constatar en la partida registral el nacimiento de la obligación determinada o determinable antes del vencimiento de dicho plazo, en cuyo caso caducará a los 10 años desde la fecha de vencimiento del plazo del crédito garantizado. 

Criterio sustentado en la Resolución Nro. 136-2004-SUNARP-TR-T del 21 de julio de 2004.

OCTAVO PRECEDENTE

Derechos registrales a pagarse por reactualización de medidas cautelares.

La solicitud de anotación de renovación de medida cautelar al amparo del articulo 118 del Reglamento de Inscripciones de Predios será considerada como acto invalorado, por lo tanto los derechos registrales a pagarse serán exclusivamente los señalados por el rubro 4.1.3.), rubro 11 del Decreto Supremo Nro. 088-2004-JUS.

Criterio sustentado en la Resolución Nro. 085-2004-SUNARP-TR-A del 21 de mayo de 2004.

OTRAS RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL REGISTRAL.

VIGENCIA DEL DECRETO LEGISLATIVO 952.

RES. Nro. 526-2004-SUNARP-TR-L 

Fecha de Publicación: 6 de octubre de 2004.

Pág. 277809 (Diario El Peruano).

“De acuerdo al nuevo texto del artículo 7 del Decreto Legislativo Nro. 776
 conforme a la sustitución dispuesta por el Decreto Legislativo Nro. 952
, a partir del 1 de marzo de 2004, los Registradores deben exigir la acreditación del pago de los impuestos predial, de alcabala y al patrimonio vehicular, limitándose al ejercicio fiscal en que se efectuó el acto que se pretende inscribir, aún cuando los períodos de vencimiento no se hubieran producido.”

CADUCIDAD DE MEDIDAS CAUTELARES EN EJECUCIÓN DE SENTENCIA

RES. Nro. 537-2004-SUNARP-TR-L 

Fecha de Publicación: 7 de octubre de 2004.

Pág. 277902 (Diario El Peruano)

“A las medidas dictadas en ejecución de sentencia no les resulta aplicable el plazo de caducidad previsto en el primer párrafo del art. 625 del Código Procesal Civil, de dos años contados desde que quedó consentida o ejecutoriada la sentencia, sino el plazo de cinco años computados a partir de la fecha de ejecución de la medida.”

INSCRIPCIÓN EN MÉRITO A FORMULARIO REGISTRAL OTORGADO DURANTE LA VIGENCIA DE LAS NORMAS QUE REGÍAN EL EX REGISTRO PREDIAL URBANO

RES. Nro. 524-2004-SUNARP-TR-L 

Fecha de Publicación: 8 de octubre de 2004.

Pág. 277982 (Diario El Peruano)

“Procede la inscripción de actos en el registro de predios en mérito a formulario registral otorgado durante la vigencia de las normas que regían el ex Registro predial Urbano, si este fue certificado antes de la entrada en funcionamiento del Registro de Predios.” 

INSCRIPCIÓN EN EL ÍNDICE DE PROFESIONALES 

RES. Nro. 536-2004-SUNARP-TR-L 

Fecha de Publicación: 13 de octubre de 2004.

Pág. 278211 (Diario El Peruano)

“Sólo están facultados para certificar los formularios registrales los abogados que a la fecha de la certificación, cuenten con inscripción vigente en el Índice de Profesionales respectivos.”
Tribunal del Consucode
Firma del Contrato.

Resolución Nro. 594/2004/TC.SU

Fecha de Publicación: 20 de octubre de 2004.

Pág. 278729.

La entidad debe citar al postor ganador para firmar el contrato indicándole fecha exacta, siendo insuficiente expresar un plazo de apersonamiento. 

Consentimiento de la Buena Pro. 

Resolución Nro. 642/2004/TC.SU

Fecha de Publicación: 20 de octubre de 2004.

Pág. 278733.

Los 5 días que deben transcurrir para dar por consentido el otorgamiento de la Buena Pro son hábiles y no calendario.

Resoluciones del Tribunal Constitucional Publicadas en “El Peruano”
Proceso de Amparo

Derecho a la Igualdad – Derecho de gastos operativos de jueces titulares, provisionales y suplentes.
DATOS 

EXP. NRO. 3533-2003-AA/TC 

Fecha de Publicación: 29 de octubre del 2004.

Pág. 6107.

ANTECEDENTES

Se pretende que los beneficios (gastos operativos) contenidos en el D.U. Nro. 114-2001
 - en adelante el D.U. - sean aplicables no sólo a magistrados titulares sino también a jueces suplentes y provisionales. La limitación de esos beneficios sólo a los primeros, se aduce, vulnera el derecho de igualdad.  

PARTE CONSIDERATIVA 

Finalidad y Objeto del Proceso de Amparo. 

La acción de amparo es una garantía destinada a proteger los derechos consagrados en la Constitución, cuyo objeto es reponer las cosas al estado anterior a la amenaza o vulneración del derecho constitucional, siendo de naturaleza restitutiva y no declarativa de derechos. En ese sentido, el amparo no es un proceso mediante el cual se pueda declarar un derecho ni extender los alcances de una norma legal a quienes no están expresamente comprendidos en ella. En el presente caso, el demandante pretende que el alcance de una norma legal se amplíe a él por cuanto ella no lo hace expresamente, motivo por el cual la demanda deviene en improcedente.

Sin perjuicio de lo anterior el Tribunal se pronunciará respecto de si el D.U. vulnera el derecho a la igualdad, considerando que en base a que la norma trata un tema importante como es la administración de justicia y su mejora. 

El derecho de igualdad, la diferenciación objetiva y el D.U. 114-2001.

El derecho a la igualdad no está reñido con el reconocimiento legal de la diferencia de trato, en tanto ésta se sustente en una base objetiva, razonable, racional y proporcional. Entonces la diferenciación es justificada siempre que se base en: 

a) La existencia de distintas situaciones de hecho y, por ende, la relevancia de la diferenciación;

b) La acreditación de una finalidad específica;

c) La existencia de razonabilidad, es decir, su admisibilidad desde la perspectiva de los preceptos, valores y principios constitucionales;

d) La existencia de proporcionalidad; es decir, que la consecuencia jurídica diferenciadora sea armónica y correspondiente con los supuestos de hecho y la finalidad, y

e) La existencia de racionalidad, es decir, la coherencia entre los supuestos de hecho, el medio empleado y la finalidad que se persigue”.

Aplicando lo anterior al caso concreto, se tiene que el D. U no respeta el derecho a la igualdad, ya que la diferenciación que contiene no es justificada porque resulta claro que todos los magistrados (sin importar su condición de titulares, suplentes o provisionales) tienen las mismas obligaciones y por ende las mismas necesidades, por lo que otorgar un beneficio que ayude a paliar esas necesidades a unos y no a otros no tiene justificación objetiva

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró IMPROCEDENTE la demanda y exhortó al Poder Ejecutivo a incluir en los beneficios del D.U. Nro. 114-2001 a los jueces suplentes y provisionales. 

Libertad de expresión aplicada a los magistrados – Obligación de reserva de opinión de los jueces
DATOS 

EXP. NRO. 2465-2004-AA/TC 

Fecha de Publicación: 29 de octubre del 2004.

Pág. 6109.

ANTECEDENTES

El recurrente es un juez al quien la OCMA sancionó por haber realizado declaraciones públicas sobre un proceso que venía conociendo. Concretamente el magistrado decidió no abrir instrucción contra unos procesados, siendo revocada su resolución por el superior jerárquico que le ordenó aperturar instrucción. Frente a esa orden superior el magistrado recurrente en un medio radial expresó lo siguiente: 

“En el Código Penal no está tipificado como delito aquella persona que se acerca a otra persona para que trafique en influencias (...); asimismo, no obstante lo resuelto por la Sala Especial, mantiene (sic) su posición invariable de que los indicados denunciados no han cometido delito sancionado de modo específico en el Código Penal”.

El juez alega que lo expresado en la radio lo hizo en virtud del derecho de libertad de expresión por lo que no correspondía a la OCMA sancionarlo. 

PARTE CONSIDERATIVA

La libertad de expresión y el deber de reserva de los jueces sobre procesos de su conocimiento. 

El Tribunal señala que el derecho a la libertad de expresión es consustancial para toda persona, pero el mismo derecho admite límites en circunstancias determinadas y de acuerdo a la función que  algunas  personas cumplen en la sociedad. 

La labor que cumple un juez en la sociedad es de tal importancia que el ejercicio de su libertad de expresión debe ser ejercido con mucha prudencia, madurez y neutralidad, por cuanto no observar estos principios podría afectar el sistema de justicia, creando desconfianza en los ciudadanos respecto del Poder Judicial. De modo que, el sustento justificatorio de la limitación de la libertad de expresión en los magistrados lo constituye el correcto funcionamiento de la administración de justicia.

Analizando el caso concreto, el Tribunal señala que el magistrado expresó sus “opiniones” en calidad de funcionario del Poder Judicial, es decir, en calidad de juez y no como un ciudadano común, por lo que corresponde evaluar si sus declaraciones colisionaron con los límites a la libertad de expresión impuestos a la magistratura. 

El magistrado excedió los límites de la libertad de expresión que le son permitidos, ya que con su actuar la credibilidad y confianza en el sistema judicial se vieron afectados. El juez recurrente en amparo no debió pronunciarse sobre un proceso que tenía a su cargo y sobre el cual no había cosa juzgada. Asimismo con sus declaraciones podrían verse afectadas las partes involucradas en el proceso y, en el peor de los casos, podría generar en la ciudadanía y en la prensa una idea contraria a la que podría ser el fallo final. De tal forma que pueden ser objeto de presiones públicas y/o generar expectativas de que el caso se resuelva en una determinada línea, antes que expectativas de una mejor actuación del órgano juzgador. 

En esa misma línea, es tan incorrecta la actitud del recurrente que la expresión de sus preferencias estaban dirigidas a criticar lo decidido por la Sala Superior, frente a lo cual debe quedar claro que el recurrente sólo instruye mas no juzga, por lo que sus “opiniones” por demás resultaron ser desproporcionadas, no meditadas, parciales e indiscretas. 

Entonces, el recurrente fue correctamente sancionado al haber infringido el deber de reserva impuesto a los magistrados (lo que resulta ser una limitación a su libertad de expresión y opinión) respecto de procesos que llevan a su cargo, obligación desarrollada en el artículo 284 inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró INFUNDADA la demanda.

Proceso de Hábeas Corpus

Amenaza cierta de la vulneración de derechos protegidos por el hábeas corpus
DATOS 

EXP. NRO. 40-2004-HC/TC 

Fecha de Publicación: 15 de octubre del 2004.

Pág. 278402.

ANTECEDENTES

El demandante interpone hábeas corpus contra distintos Congresistas de la República y funcionarios del INPE a fin de que dejen de emitir una serie de declaraciones que influyan y presionen la labor de los jueces que estudian su proceso judicial. 

Específicamente el recurrente solicitó el beneficio penitenciario de semilibertad, ante lo cual los demandados expresaron 

públicamente su disconformidad y la improcedencia legal de lo peticionado. 

PARTE CONSIDERATIVA

No se presenta una vulneración cierta e inminente a los derechos del demandante ya que los demandados sólo emitieron opiniones libres en ejercicio de su derecho a la libertad de expresión, por lo que la demanda debe desestimarse. La emisión de opiniones no constituye injerencias en las labores del Poder Judicial. 

PARTE RESOLUTIVA

El Tribunal declaró INFUNDADA la demanda.

Proceso de Inconstitucionalidad
Derechos adquiridos en materia pensionaria – Tributos aplicados a jubilados del D.L Nro. 20530
DATOS

EXP. Nro. 001-2004 AI/TC y 002-2004 

Publicado el 7 de octubre de 2004.

Pág. 277874 (Sección Normas Legales) 

ANTECEDENTES 

Demandante: 5000 ciudadanos. 

Demandado: Congreso de la República.

Norma denunciada: Diversos artículos de la Ley Nro. 28046
 que crea el “Fondo para la Asistencia Previsional”. La referida norma crea un impuesto que grava las pensiones de los jubilados del Decreto Ley Nro. 20530. El fin de ese impuesto es pagar las pensiones del mencionado régimen y nivelar las mismas para todos los jubilados (Norma publicada el 31 de julio de 2003). 

ARGUMENTOS DE LA DEMANDA:

La norma denunciada al gravar las pensiones de los beneficiados con el Decreto Ley Nro. 20530 vulnera el principio de derechos adquiridos en materia pensionaria consagrado en la Constitución. Además el referido impuesto no respeta los principios de tributación previstos en la norma fundamental.  

PARTE CONSIDERATIVA

El Presente análisis de constitucionalidad deberá dividirse en dos partes diferenciadas. En la primera se analizará el carácter de los derechos pensionarios y en la segunda en la que se analizará si la norma impugnada vulnera principios de la formación de normas tributarias.  

La doctrina de los derechos adquiridos en materia pensionaria – La ley Nro. 28046 no colisiona con los derechos adquiridos. 

Ha quedado establecido en anteriores oportunidades que la Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución de 1993 reconoce derechos adquiridos en materia pensionaria. Pero, ¿cuáles son esos derechos que se adquieren de los que nadie puede privarnos, limitarnos ni expropiarnos?  

Esos derechos son:

a) Derecho a tener la calidad de pensionista; 

b) Derecho a recibir una pensión tras el cumplimiento de ciertos requisitos; y

c) Derecho a una pensión nivelable.

Ninguna norma legal puede vulnerar o ir contra esos derechos adquiridos en materia pensionaría.

Sin embargo, las necesidades del estado y el interés público  pueden ocasionar afectaciones a las pensiones de los jubilados. Esas afectaciones se permitirán siempre que no se atente contra los derechos adquiridos, es decir, el gobierno puede expedir normas que afecten directa o indirectamente derechos pensionarios, pero las mismas gozarán de validez siempre que no desconozcan la calidad de pensionista a una persona, no impidan o nieguen la pensión y/o no impongan un límite al monto por percibir. 

El Tribunal señala que la Ley Nro. 28046 no afecta los derechos adquiridos de los pensionistas del régimen de la D.L Nro. 20530 porque:

a) No afecta el carácter de pensionista de las personas beneficiadas con el régimen.

b) No niega o retira la pensión que se haya venido percibiendo.

c) No impone ninguna restricción al carácter nivelable de las pensiones. El que la norma grave con un impuesto a las pensiones no significa que el carácter nivelable de las mismas se vea afectado porque no se está estableciendo un límite al monto total que se pueda percibir, sino se decreta la obligación de pagar al fisco un impuesto por el derecho que se goza. Ambos aspectos (pensión nivelable y pago de tributo) son planos totalmente distintos. El pensionista, a pesar de tener que pagar un impuesto, tiene intacta la posibilidad de nivelar su pensión con la de un trabajador en actividad. 

Por tanto, conviene concluir que debe diferenciarse al momento de hablar de intangibilidad de pensiones y derechos adquiridos. Nuestra legislación ampara los derechos adquiridos en materia de pensiones. Esto no significa la intangibilidad de las mismas. 

a) No afecten derechos adquiridos;

b) La afectación se base en necesidades públicas;

c) La afectación se realice por vía legal; y

d) La pensión asegure un nivel de progresividad en materia de seguridad social. 

En conclusión. la imposición de un tributo (contribución) no vulnera los derechos adquiridos de los pensionistas del régimen del D.L. Nro. 20530. 

Cumplimiento de la Ley Nro. 28046 de los principios que deben regir la potestad tributaria del Estado. 

Desde la perspectiva de los principios constitucionales que rigen el poder estatal tributario, el gravamen sobre las pensiones que regula la Ley Nro. 28046 no es inconstitucional. 

Lo anterior se explica porque el gravamen tiene un fin legítimo y de necesidad pública: pagar las pensiones del régimen 20530 y nivelar las mismas.  Es sabido que los aportes que se reciben por los trabajadores no cubren las necesidades previsionales.  Asimismo, existe una diferencia marcada en el monto que perciben los beneficiarios de dicha ley. Se debe, pues, reparar esas brechas a fin de cumplir con el carácter progresivo que debe tener un política de seguridad social. 

Asimismo, el tributo contenido en la norma cuya constitucionalidad se denuncia no resulta ser confiscatorio por cuanto no grava una sustancial parte de la pensión (entendiéndola en términos de derecho de propiedad). La tasa aplicada es similar a la del impuesto a la renta.   

Por último, el tributo está contenido en una norma con rango legal y el carácter de contribución se justifica porque los recursos que se obtengan por su aplicación beneficiarán al sujeto pasivo del mismo, es decir, a los pensionistas del D. L Nro. 20530.

PARTE RESOLUTIVA

El Tribunal declara INFUNDADA la demanda. 

Jurisdicción Militar – Delitos de Función Militar
DATOS

EXP. Nro. 0023-2003-AI/TC  

Publicado el 30 de octubre de 2004.

Pág. 279468 (Sección Normas Legales) 

ANTECEDENTES 

Demandante: Defensoría del Pueblo. 

Demandado: Poder Ejecutivo.

Normas denunciadas y argumentos de la demanda: Se cuestiona la constitucionalidad de determinados artículos del Decreto Ley Nro. 23201, Ley Orgánica de Justicia Militar (en adelante LOJM); del Decreto Ley Nro. 23214, Código de Justicia Militar (en adelante CJM); y de la Primera Disposición Complementaria, Transitoria y Final de la Ley Nro. 27860, Ley del Ministerio de Defensa, por considerar que afectan los principios de exclusividad y de inamovilidad, y de exclusiva protección de los bienes jurídicos; la garantía de independencia; la autonomía constitucional del Ministerio Público; y los derechos fundamentales al acceso a jueces y tribunales imparciales e independientes, a la defensa y a la  igualdad.

PARTE CONSIDERATIVA

1. Sobre la excepción de prescripción de la acción.

La excepción de prescripción presentada por el demandado se desestimó ya que se verificó el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad exigidos por la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

2. Cuestiones generales 

Si bien el inciso 1 del artículo 139 de la Constitución ha considerado excepcionalmente a la jurisdicción militar como una jurisdicción independiente de la ordinaria, ello no significa que aquella diseñe sus atribuciones con inobservancia de los principios constitucionales que informan la actividad de todo órgano que administra justicia, tales como la independencia e imparcialidad de los jueces, la garantía de inamovilidad de los magistrados y el respeto del debido proceso. 

3. Análisis de constitucionalidad del caso concreto.  

3.1 Incompatibilidad entre el ejercicio de la función jurisdiccional y la condición de oficial en actividad de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional.
Artículos denunciados: 6, 22 y 31 de la LOJM que establecen lo siguiente:

“Artículo 6.- El Consejo Supremo de Justicia Militar está integrado por diez  Oficiales Generales y Almirantes en situación de actividad, ocho de los cuales son Vocales, tres de  cuyos integrantes deberán ser del Cuerpo Jurídico Militar (...)”.

“Artículo 22.- En cada una de las zonas judiciales habrá un Consejo de Guerra compuesto (...) de dos Vocales del grado de Teniente Coronel, Capitán de Fragata o Comandante FAP en situación de actividad, uno de los cuales deberá ser del Cuerpo Jurídico Militar (...)”.

“Artículo 31.- (...) Los jueces sustitutos suplirán a los Permanentes en caso de necesidad del servicio, cargos que serán desempeñados por oficiales del Cuerpo Jurídico (...) y a falta de éstos, por oficiales de armas de igual grado (...)”. 

El Tribunal declara la inconstitucionalidad de dichos artículos por cuanto el que los tribunales militares estén conformados por “oficiales en actividad”, vulnera los principios de independencia, imparcialidad de la función jurisdiccional, así como el principio de separación de poderes. No se garantiza tales principios si quien imparte justicia es un militar cuya actividad per se le obliga estar sometido a reglas de jerarquía y obediencia. En ese sentido, son incompatibles los principios que la justicia militar demanda y los que rigen el actuar de un militar en actividad. 

En consecuencia, los mencionados artículos son inconstitucionales. Por la misma razón, son inconstitucionales los artículos 62, 63, 65, 66 y 69 de la LOJM y, por conexión, los artículos 38 y 67 del CJM.

3.2 Inconstitucionalidad  de  la “subordinación” o “dependencia” existente entre los órganos de la jurisdicción militar.

Se denuncia la inconstitucionalidad del artículo III del Título Preliminar y el artículo 15 de la LOJM, cuyos textos son los siguientes:

“Artículo III.- La Justicia Militar es autónoma y en el ejercicio de sus funciones sus miembros no dependen de ninguna autoridad administrativa, sino de los Organismos Judiciales de mayor jerarquía”. 

“Artículo 15.- Los Consejos de Guerra y los Consejos Superiores de Justicia de las Fuerzas Policiales son Tribunales Permanentes jerárquicamente subordinados al Consejo Supremo de Justicia Militar (...)”.

El Tribunal expresa que el derecho a la pluralidad de instancias constituye una garantía del derecho al debido proceso. Ello se plasma en el establecimiento de distintos niveles jerárquicos en la Administración de Justicia, mediante los cuales se procura dar mayores garantías al procesado. Este diseño no supone ningún nivel de “subordinación” o “dependencia" de la instancia inferior respecto a las superiores, pues todos los jueces y tribunales son independientes en el ejercicio de la función jurisdiccional.

Por lo expuesto, se declaran inconstitucionales los artículos impugnados por vulnerar el principio de independencia de la función jurisdiccional al señalar que el órgano inferior tiene dependencia y subordinación respecto del superior. 

Asimismo, y por idéntica razón, son inconstitucionales los incisos 1, 6, 14, 15, 19 y 20 del artículo 12 de la LOJM. También se declaran inconstitucionales el artículo 8 y el inciso 2) del artículo 14 de la LOJM. Por último, también son inconstitucionales los artículos 7 y 22 de la mencionada ley orgánica.

3.3 La inconstitucionalidad del nombramiento de jueces militares por el Poder Ejecutivo.

 Se demanda la inconstitucionalidad de los artículos 23, 31 y 32 de la LOJM, en los siguientes extremos:

“Artículo 23.- (...) El Presidente y los Vocales de los Consejos serán nombrados por Resolución Suprema refrendada por el Ministro del Sector Pertinente (...).

“Artículo 31.- (...) El nombramiento de los jueces permanentes será hecho por el Poder ejecutivo, el de los sustitutos por el Presidente del Consejo (...)”.

“Artículo 32.- (...) Habrá tantos jueces instructores permanentes en cada zona judicial como lo requieran las necesidades del servicio. Su número será fijado anualmente por el Poder Ejecutivo a propuesta del Consejo Supremo de Justicia Militar (...)”.

El Tribunal Constitucional expresa que no está garantizada la independencia del juez militar frente al Poder Ejecutivo desde el momento en que éste nombra a quienes integran los Consejos de Guerra y Consejos Superiores de la Policía Nacional y a los jueces instructores permanentes, e incluso cuando tiene competencia para disponer el número de jueces que debe existir de acuerdo a las necesidades del servicio. La intervención del Poder Ejecutivo representa un atentado contra la independencia judicial y la garantía de imparcialidad.

En virtud de lo anterior se declaran la inconstitucionalidad de los artículos mencionados. 

3.4 La garantía de inamovilidad  de los jueces militares.
Se cuestiona la constitucionalidad del artículo 23 de la LOJM, en cuanto establece, respecto del Presidente y los Vocales de los Consejos, que:

“Artículo 23.- (...) permanecerán en el cargo no menos de dos años. Las fechas de cambio de empleo se escalonarán de modo que la renovación del personal de los Consejos se haga por tercios. Sólo por razón de tal escalonamiento, o por necesidades urgentes del servicio, el tiempo de permanencia en el cargo podrá ser menor que la establecida en este artículo”.

Respecto a este extremo, el Tribunal señala que la inamovilidad de los jueces es una garantía que fortalece su independencia e imparcialidad. La norma es inconstitucional por contravenir dicha garantía.

3.5. El derecho de defensa de los efectivos militares y policiales.

 Se denuncia la inconstitucionalidad del artículo 81 de la LOJM, que dispone:

“Artículo 81.- (...) Todo enjuiciado ante los jueces y tribunales militares nombrará libremente a su defensor, quien será abogado u oficial. al que rehusare o no pudiere hacerlo, la autoridad judicial le nombrará defensor de oficio. En este caso la defensa es acto del servicio y no podrá excusarse de ella ningún oficial de graduación inferior a Coronel o Capitán de Navío, cualquiera que sea el Instituto a que pertenezca, salvo los casos previstos por Ley”.

El artículo en mención es inconstitucional porque:

a) Defenderse es un derecho y no una obligación, por lo tanto, no es correcto que la autoridad judicial nombre a un defensor cuando el enjuiciado se hubiere rehusado a contar con uno. 

b) Es obligación del estado prestar defensa de oficio a través de un profesional en Derecho, por lo que no cualquier persona puede asumir la defensa de un procesado. 

c) La defensa en juicio no es un acto de servicio porque no responde a los fines de los institutos castrenses. Es inconstitucional, por lo tanto, el impedir al militar rehusarse a defender a una persona por no ser ello una obligación que su investidura le impone. 

3.6. La configuración inconstitucional del “Ministerio Público” en la jurisdicción militar. 

Se aduce la inconstitucionalidad del artículo 75 de la LOJM, por disponer:

 “Capítulo III: DEL MINISTERIO PÚBLICO.

Artículo 75°.- El Ministerio Público promueve de oficio o a petición de parte la acción de la Justicia Militar a fin de que haya pronta y oportuna sanción de los delitos militares; exige el cumplimiento de los fallos consentidos o ejecutoriados y defiende la competencia jurisdiccional militar (...)”.

El Tribunal señala que dicha norma es inconstitucional porque, a diferencia de la administración de justicia, la función del Ministerio Público es única y no han sido dividida, por lo tanto, las atribuciones a él conferidas por la Constitución, las que no pueden ser ejercidas por ningún otro órgano, toda vez que no existe norma constitucional que habilite un supuesto de excepción.

No obstante ello, la norma impugnada crea y regula el funcionamiento de un organismo denominado “Ministerio Público”, al que se le asignan diversas funciones. Dado que está constitucionalmente vedado tal proceder, el tribunal considera que es inconstitucional el organismo denominado “Ministerio Público” creado por la LOJM.

Por ende, es inconstitucional, en su integridad, el Capítulo III del Decreto Ley Nro. 23201, así como todo extremo de esta ley y del CJM, que prevean la actuación de los “fiscales” de la jurisdicción militar. Asimismo, y por la misma razón, son inconstitucionales los siguientes dispositivos del CJM: el segundo párrafo del artículo 374, el artículo 375, el artículo 378 y el artículo 387. 

3.7. Análisis de constitucionalidad del artículo II del Título Preliminar de la LOJM. 

Se denuncia la inconstitucionalidad del artículo II del Título Preliminar de la LOJM, que establece lo siguiente: 

“Artículo II.- Los tribunales de justicia militar están encargados de mantener en dichas Fuerzas, la moralidad, el orden y la disciplina, reprimiendo su quebrantamiento en los casos previstos por la Ley. Su constitución y funcionamiento se rigen exclusivamente por las normas que contiene esta Ley y el Código de Justicia Militar, cuyas disposiciones sólo serán modificadas por ley expresa y de igual naturaleza”.

El Tribunal Constitucional declara la inconstitucionalidad del artículo impugnado porque entre “jurisdicción” y “administración” militar no puede existir una relación de equivalencia. La función jurisdiccional militar no puede tener por objetivo la preservación de valores que regulan la vida militar, por cuanto ello corresponde ser ejercido por las Fuerzas Armadas como institución. El objetivo en concreto de la jurisdicción castrense es el juzgamiento y sanción de delitos de función que lesionan bienes jurídicos propios de las instituciones castrenses. En conclusión, la preservación del “orden” y “disciplina” no es tarea de la jurisdicción militar, sino de las Fuerzas Armadas como tal. 

3.8. El  artículo  269 del Código  de Justicia Militar y el derecho fundamental a la no discriminación.
Se denuncia la inconstitucionalidad del:

“Artículo 269°. El militar que practicare actos deshonestos o contra natura con persona del mismo sexo, dentro o fuera del lugar militar, será reprimido con expulsión de los institutos armados si fuese oficial, y con prisión si fuese individuo de tropa. 

Si se ejerciere violencia, amenaza, abuso de autoridad o cualquier otro medio de intimidación o coerción para perpetrar el delito, será reprimido, además, si fuese oficial, con pena de prisión, aplicándose la pena de expulsión como accesoria. En los individuos de tropa se tendrá en circunstancia como atenuante”. 

Este dispositivo es inconstitucional porque: 

a) El ámbito de la justicia militar está restringido al juzgamiento de los denominados “delitos de función”. Evidentemente, el bien protegido en el segundo párrafo del artículo 269 mencionado no compromete ningún bien jurídico de dichos institutos castrenses (la libertad sexual no es un bien jurídico castrense sino común a toda persona). 

b) Afecta el principio de igualdad: ¿por qué también no se incluye como falta antijurídica la práctica de un acto deshonesto contra una persona de sexo diferente?. 

d) Es desproporcionado que se haya previsto como delito la práctica de un acto deshonesto. Ello viola el principio de ley penal específica, pues la expresión “acto deshonesto” no se precisa el tipo penal en concreto. 

e) Por un delito que no es de función se restringe la libertad, restricción que no resulta ser predecible por no prever la norma un rango de años de privación de libertad. 

4. Efectos en el tiempo de la sentencia de inconstitucionalidad.

La sentencia surtirá efectos recién luego de 12 meses de su publicación. En dicho lapso de tiempo el legislador podrá regular un cauce procesal que permita una forma racional de organizar la eventual realización de nuevos procesos penales militares para los sentenciados por la jurisdicción militar, por delitos de función, siempre que actualmente estén sufriendo penas privativas o restrictivas de la libertad. Asimismo, debe precisarse que la presente sentencia no anula automáticamente los procesos judiciales de aquellos militares que hubiesen sido condenados por los órganos de la jurisdicción militar. Tampoco se deriva de sus efectos que dichos sentenciados no puedan ser juzgados nuevamente por los delitos de función.

PARTE RESOLUTIVA

El Tribunal declara FUNDADA, en parte, la demanda y Exhorta al Ejecutivo a expedir nueva legislación que se adapte a los fundamentos de la sentencia.
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Se encuentra en circulación el número reciente de la revista ius et veritas, editada por estudiantes de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú, que en esta edición presenta interesantes trabajos de autores naciones, como Fernando de Trazegnies, Enrique Palacios, César Candela, Alfredo Villavicencio, Alex Córdova, Alfredo Bullard, Giovanni Priori, Juan Espinoza; y extranjeros como Giorgio Afferni, Douglas Baird,  Christian Boulanger, entre otros.





Se exponen también la entrevista a Alfredo Ferrero Diez Canseco, la  mesa redonda entre los laboralistas Víctor Ferro, Carlos Blancas y Jorge Toyama; y el trabajo realizado por el Grupo de Investigación de ius et veritas titulado “Apostando por una solución diferente. El arbitraje de conciencia en el Perú”.





	


El costo de la revista asciende a S/. 30.00 y puede ser adquirida directamente en la oficina de ius et veritas, ubicada en el primer piso de la facultad de Derecho de la Pontificia Universidad católica, o vía internet, ingresando a la página � HYPERLINK "http://www.iusetveritas.com" ��www.iusetveritas.com�














� Ley de Tributación Municipal, publicada el 31/12/1993.


� Ley que modifica el Decreto Legislativo Nro. 776 (Ley De Tributación Municipal), publicada el  03/02/2004 





� Ley que dispone el reconocimiento de gastos operativos a los magistrados y fiscales del sistema judicial de la República, publicado el 28/09/2001. 





� Ley que crea el fondo y la contribución solidaria para la asistencia previsional.
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